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PRESIDENCIA DE LA JUNTA

LEY 9/1998, de 26 de junio, del impuesto
sobre suelo sin edificar y edificaciones
ruinosas

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE EXTREMADURA

Sea notorio a todos los ciudadanos que la Asamblea de Extrema-
dura ha aprobado y yo, en nombre del Rey, de conformidad con lo
establecido en el artículo 52.1 del Estatuto de Autonomía, vengo a
promulgar la siguiente Ley.

EXPOSICION DE MOTIVOS

I.–Razones que justifican la implantación de este impuesto

La razón que ha inducido a la implantación del impuesto sobre
suelo sin edificar, denominación que se utiliza con carácter sintéti-
co y abreviado, puesto que en realidad este impuesto grava tam-
bién los terrenos en los que existan edificaciones declaradas en si-
tuación de ruina, siempre que las mismas no sean convenientemen-
te rehabilitadas o sustituidas, se encuentra en el deseo de contar
con una medida en el ordenamiento jurídico de la Comunidad Au-
tónoma de Extremadura que, complementando y no sustituyendo a
las ya existentes en el campo urbanístico, proporcione una respues-
ta eficaz frente a la insolidaria y asocial conducta de aquellos ti-
tulares de suelo incumplidores de su deber de edificar.

El acaparamiento de suelo, reteniéndolo en pos de la consecución
de unas elevadas rentas de situación, comporta, por la elevación
del coste del mismo que ello produce, un notorio encarecimiento
del precio final de un bien fundamental y primordial cual es la vi-
vienda, siendo los más afectados e incididos por esta circunstancia
los ciudadanos con un nivel de rentas modesto o medio; siendo
oportuno precisar que susodicho encarecimiento del suelo redunda
también en perjuicio de los agentes económicos, ya que éstos, para
desarrollar su actividad, precisan contar con locales por los que se
suelen ver abocados a satisfacer unos muy elevados precios, ya sea
en propiedad, ya en alquiler, como consecuencia directa de lo pre-
viamente apuntado.

Por todo ello se estima necesario establecer un impuesto de natu-
raleza predominantemente extrafiscal, mover a los propietarios a

edificar o vender a precios razonables, en vez de especular de for-
ma insolidaria. La medida es plenamente válida y constitucional.

II.–Competencias de la Comunidad Autónoma de Extremadura
para implantar este impuesto

Son variadas y diversas las competencias materiales, aparte de la
instrumental que deriva del ejercicio y de la utilización de su au-
tonomía financiera, que se acaba de mencionar, en las que se pue-
de basar la Comunidad Autónoma de Extremadura para implantar
este impuesto. Algunas de ellas dimanan directamente de la propia
Constitución Española, y otras de su Estatuto de Autonomía, pero
en cualquier caso constituyen asideros suficientes para el fin y el
objetivo buscados a través de esta Ley.

Entre ellas, y sin ánimo de exhaustividad, se pueden citar la eficaz
salvaguardia de la función social de la propiedad, reconocida por
el artículo 33.2 de la Constitución, que exige delimitar, por parte
de cualquier poder público, el contenido de este derecho de mane-
ra que se tenga en cuenta la necesidad de utilizar los bienes tam-
bién en interés de la colectividad, justificando tal idea de función
social la existencia de límites a la utilización «egoísta» de los bie-
nes, y también la imposición al propietario de deberes y de obli-
gaciones, para asegurar su utilización conforme a los intereses de
la colectividad, la obligación de todos los poderes públicos, recogi-
da en el artículo 45.2 de la Constitución, de velar por la «utiliza-
ción racional de todos los recursos naturales», entre los cuales,
evidentemente, se encuentra el suelo, no constituyendo, desde luego,
una utilización racional el que éste se mantenga inutilizado o sea
acaparado indebidamente por sus propietarios; y el efectivo cumpli-
miento del mandato recogido en el art. 47 de la Constitución de
que todos los españoles tengan derecho al disfrute de una vivien-
da digna y adecuada, para lo cual se ordena imperativamente a
los poderes públicos que establezcan las condiciones, y establezcan
las normas oportunas, para hacer real y operativo este fundamen-
tal derecho ciudadano, siempre con el objetivo de regular la utili-
zación del suelo de acuerdo con el interés general, e impidiendo la
especulación que se pueda producir, siendo destacable en este sen-
tido que en la Sentencia del Tribunal Constitucional 152/1988, de
20 de julio, se señaló que este artículo 47 «no constituye por sí
mismo un título competencial autónomo en favor del Estado, sino
un mandato o directriz constitucional que ha de informar la ac-
tuación de todos los poderes públicos, en el ejercicio de sus res-
pectivas competencias», de donde se desprende que la Junta de
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Extremadura, como poder público que es, está obligada a actuar
en consonancia, y de acuerdo con lo ordenado por referido pre-
cepto –así se desprende también indirectamente, por lo demás, de
los artículos 1.2 y 6.2.a) del Estatuto de Autonomía de Extrema-
dura, que disponen, respectivamente, que la Comunidad Autónoma
de Extremadura asume «la mejora y promoción del bienestar de
los extremeños», y que las instituciones de la Comunidad Autóno-
ma de Extremadura ejercerán sus poderes con el objetivo, entre
otros, de: a) «La mejora de las condiciones de vida... de todos los
extremeños»–, y por tanto cualquier medida, en este caso tributa-
ria, que adopte para cumplir su obligación de regular la utilización
del suelo, tratando de evitar que se especule con el mismo, es
completamente legítima y entra de lleno en su ámbito competen-
cial.

Aparte de todo lo expuesto, otros títulos competenciales que habili-
tan a la Comunidad Autónoma de Extremadura para promulgar esta
Ley son, por una parte, el artículo 148.1.3º de la Constitución, que
establece que las Comunidades Autónomas pueden asumir competen-
cias, entre otras, en la materia de «Ordenación del territorio, urba-
nismo y vivienda», posibilidad ésta que ha sido hecha efectiva, con
carácter de exclusividad, en el art. 7.1.2. del Estatuto de Autonomía
de Extremadura, título éste que habilita a esta Comunidad para in-
tervenir legislando del modo en que lo pretende hacer al implantar
este impuesto referido, y ello no sólo amparándose en la palabra
«vivienda», recogida en el precepto mencionado, aunque esto de por
sí ya sería bastante y suficiente, sino en términos mucho más gene-
rales en la expresión «ordenación del territorio», allí también conte-
nida, ya que la misma es muy amplia, hasta el punto que en las
Sentencias del Tribunal Constitucional 77/1984, de 3 de julio, y
149/1991, de 4 de julio, se ha llegado a afirmar que la misma
«tiene por objeto la actividad consistente en la delimitación de los
diversos usos a que puede destinarse el suelo o espacio físico territo-
rial», perspectiva desde la que no cabe duda alguna de que una ac-
tuación de la Comunidad Autónoma de Extremadura tendente a in-
tentar conseguir una utilización racional, eficaz y eficiente del suelo
encajaría perfectamente en la amplia noción de ordenación del terri-
torio, y por otra, el artículo 62.3 del Estatuto de Autonomía de Ex-
tremadura, en donde se indica, en paralelo con lo dispuesto en el
artículo 128.1 de la Constitución, que «Toda la riqueza de la región,
en sus distintas formas y sea cualquiera su titularidad, está subordi-
nada a los intereses generales de la Comunidad».

La conexión de la subordinación de la riqueza regional al interés
general de la Comunidad Autónoma de Extremadura con el tema
de la función social de la propiedad privada, antes aludido, parece
evidente, ya que en cualquier caso se identifiquen los conceptos de
«función social» como un medio concreto para alcanzar el objetivo
más amplio del «interés general», la función social ha de inspirar-

se indudablemente en dicho interés general, tal y como se recono-
ció en la Sentencia del Tribunal Constitucional 227/1988, de 29 de
noviembre, en la que se señaló a este respecto que: «La Constitu-
ción sanciona una garantía de la propiedad y de los bienes y de-
rechos patrimoniales de los particulares (artículo 33). Pero esta
garantía no es absoluta, ya que el artículo 128.1 establece que to-
da la riqueza del país en sus distintas formas está subordinada al
interés general», doctrina ésta que debe estimarse plenamente apli-
cable, igualmente, si los preceptos en juego fuesen el artículo 33
de la Constitución y el artículo 63.2 del Estatuto de Autonomía
extremeño, puesto que las razones para afirmar lo que se declaró
en esta Sentencia son objetivamente del mismo tenor.

III.–Incardinación de este impuesto en el marco de los límites
establecidos por la L.O.F.C.A.

Aparte de respetar escrupulosamente los principios recogidos en el
artículo 9 de la L.O.F.C.A., este impuesto no conculca ninguno de
los límites establecidos, respectivamente, en los apartados 2 y 3
del artículo 6 de dicha Ley Orgánica.

Por un lado, el mismo no recae sobre hecho imponible alguno ya
gravado por el Estado, por lo que no existe duplicidad de hechos
imponibles, que es lo únicamente prohibido por el artículo 6.2 de
la L.O.F.C.A., de acuerdo con la interpretación de este precepto
efectuada por las Sentencias del Tribunal Constitucional 37/1987,
de 26 de marzo, y 186/1993, de 7 de junio.

Y, por otro, la existencia de este impuesto no limita, reduce o mi-
nora las competencias que en materia tributaria ostentan las Cor-
poraciones Locales, ni tampoco, por ende, la recaudación que éstas
puedan llegar a obtener de la utilización de su sistema tributario,
ya que el impuesto sobre solares sin edificar funciona inde-
pendientemente, y al margen, de cualquiera de las figuras impositi-
vas locales, respecto a las cuales simplemente se superpone, pero
de ninguna forma elimina, siendo esto último lo que en puridad, y
en una correcta interpretación finalista del artículo 6.3 de la
L.O.F.C.A, este precepto pretende evitar.

Los únicos verdaderamente incididos por el impuesto sobre suelo
sin edificar son, en consecuencia, los propietarios insolidarios, los
que atentan contra la función social de la propiedad, nunca, en
ningún caso y bajo ningún concepto, las Corporaciones Locales, a
las que no se merma en mucho, en poco, ni en nada, sus fuentes
de financiación procedentes de cualesquiera impuestos locales.

IV.–Respeto de este impuesto a los principios constitucionales
aplicables en materia tributaria

Hay que señalar, igualmente, que el impuesto sobre suelo sin edifi-
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car respeta totalmente todas las exigencias dimanantes de los
principios que en materia tributaria se contienen en el artículo
31.1 de la Constitución.

No se atenta contra el principio de capacidad económica por la
circunstancia de que este impuesto grave una riqueza potencial,
esto es, la riqueza que el propietario de los solares habría podido
llegar a obtener, no habiéndola alcanzado, sin embargo, por causas
o motivos a él sólo imputables, puesto que el Tribunal Constitucio-
nal ha concebido a dicho principio sólo como un «límite mínimo»,
al haber admitido este órgano la plena constitucionalidad del gra-
vamen de las rentas meramente potenciales, tal y como se puede
comprobar de la lectura de sus Sentencias 37/1987, de 26 de
marzo, 221/1992, de 11 de diciembre, y 186/1993, de 7 de junio,
en todas las cuales se ha afirmado que basta con que exista ca-
pacidad económica, como riqueza o renta real o potencial en los
supuestos contemplados por el legislador, para que el principio de
capacidad económica quede a salvo.

No vulnera tampoco este impuesto el principio de igualdad, puesto
que el hecho de gravar a los propietarios de suelo sin edificar, o de
edificaciones declaradas en situación de ruina, que no hagan todo lo
posible para terminar con estas situaciones, y no así, por el contra-
rio, a otros propietarios de suelo en donde tales circunstancias no se
presenten, por ser éstos respetuosos con las exigencias derivadas de
la normativa urbanística, no se puede estimar en modo alguno que
constituya una conculcación de tal principio, ya que la desigualdad
legalmente introducida a través de la Ley de este impuesto no care-
ce de justificaciones objetivas y razonablemente válidas.

Por otro lado, si bien es cierto que el artículo 139.1 de la Consti-
tución establece que «todos los españoles tienen los mismos dere-
chos y obligaciones en cualquier parte del territorio español», no
lo es menos que la propia Constitución formula el principio de au-
tonomía financiera de las Comunidades Autónomas, lo que implica
que, salvaguardada la identidad básica de derechos y de deberes
de los españoles, las cargas fiscales que los mismos pueden llegar
a soportar pueden ser, efectivamente, diferentes, sin que por ello
haya que entender que se ha vulnerado el principio de igualdad,
el cual no conlleva una absoluta uniformidad, ya que la diversidad
es una característica inherente al propio sistema autonómico, tal y
como se ha afirmado, entre otras, en las Sentencias del Tribunal
Constitucional 37/1981, de 16 de noviembre; 19/1987, de 17 de
febrero; 37/1987, de 26 de marzo; 75/1990, de 26 abril;
150/1990, de 4 de octubre; 186/1993, de 7 de junio; 225/1993,
de 8 de julio; 284/1993, de 30 de septiembre; 319/1993, de 30
de noviembre, y 337/1994, de 23 de diciembre.

Si se aceptase, en suma, que el derecho a la igualdad de trato
abarcase también la prohibición de que entre las normas de las

diferentes entidades territoriales existiesen diferencias, la diversidad
normativa insta a un Estado compuesto quedaría reducida prácti-
camente a la nada.

Este impuesto respeta el principio de generalidad tributaria, al exi-
girse a todos los titulares de suelo sin edificar, o de terrenos en
los que existan edificaciones declaradas en situación de ruina. Lo
único que se recoge en su Ley reguladora es la fijación de deter-
minadas exenciones, pero éstas se establecen exclusivamente a fin
de tomar en consideración determinadas situaciones de falta de
capacidad económica que se pueden producir, situaciones que en
todo caso son objeto de adecuada comprobación y verificación por
parte de la Administración, por lo que de ningún modo se puede
entender que las mismas sean constitutivas de privilegio alguno.

El impuesto, en fin, se estructura en función de tipos progresi-
vos de gravamen, con la finalidad de hacer factible la eficaz
consecución a su través de una mayor igualdad material, y de
una mejor redistribución de la renta, en los términos señalados
al respecto por la Sentencia del Tribunal Constitucional 27/1981,
de 20 de julio, y asimismo con el objetivo de alcanzar uno de
los aspectos más importantes del principio de solidaridad, aquél
que la Sentencia del Tribunal Constitucional 134/1987, de 21 de
julio, definió como: «...el sacrificio de los intereses de los más
favorecidos frente a los más desamparados», constituyéndose así
el principio de progresividad en uno de los instrumentos de pe-
netración de mencionado principio de solidaridad como criterio
de imposición en el marco del sistema tributario; y no se puede
tampoco afirmar, por último, que este impuesto contravenga el
principio de no confiscatoriedad, sobre todo teniendo presente
que su base imponible se fija tendiendo a valores catastrales, no
a valores de mercado.

V.–Otros aspectos reseñables de esta Ley

Hay que indicar también que en esta Ley se ha buscado conseguir
el adecuado necesario equilibrio entre las obligaciones y deberes
que pesan sobre los obligados tributarios, y los derechos y garan-
tías que a los mismos asisten.

Así se establecen, por una parte, una serie de medidas, tanto de
naturaleza personal como de índole real, tendentes a asegurar en
debida forma el efectivo cumplimento de la obligación de satisfa-
cer este impuesto, y a cerrar de la manera más eficaz posible las
posibles vías de evasión que al respecto se pudieran concebir.

Y, por otra, se han reconocido en esta Ley a los sujetos pasivos un
elenco de derechos: reducción de los plazos de prescripción, impo-
sición de sanciones en expediente distinto del seguido para com-
probar e investigar, y a través de un específico procedimiento san-
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cionador, suspensión de la ejecución de las sanciones tributarias
hasta que no sean firmes en vía administrativa, reembolso del cos-
te de los avales aportados en garantía cuando la deuda tributaria
sea declarada improcedente por resolución administrativa firme,
devolución de ingresos indebidos aplicándose a ellos el interés de
demora, etc.., aún no existentes en ninguna norma de nuestro or-
denamiento jurídico tributario, sino meramente prefigurados a nivel
del Proyecto de Ley de Derechos y Garantías de los Contribuyentes,
por lo que esta Ley se puede considerar pionera en esta materia,
mostrando así la Comunidad Autónoma de Extremadura su sensibi-
lidad hacia estas importantes cuestiones.

CAPITULO I.–Naturaleza, objeto y ámbito de
aplicación del impuesto

ARTICULO 1.º - Naturaleza y objeto

El impuesto sobre suelo sin edificar es un impuesto propio de la
Comunidad Autónoma de Extremadura, de carácter directo, real,
progresivo y subjetivo, con finalidad primordialmente extrafiscal,
que grava la titularidad de los terrenos radicados en Extremadu-
ra que, teniendo como destino natural la edificación, y ser le-
galmente edificables, no lo estén, en el plazo que se establece
en la presente Ley.

Se someten, igualmente, a imposición por este impuesto la titulari-
dad de las edificaciones sitas en territorio extremeño que, habien-
do sido declaradas en ruina, no hayan sido objeto de sustitución o
de rehabilitación.

ARTICULO 2.º - Ambito de aplicación

El impuesto se aplicará en todo el territorio de Extremadura, en-
tendiendo por tal el definido en el artículo 2.1. del Estatuto de
Autonomía de Extremadura.

CAPITULO II.–Hecho imponible y exenciones

ARTICULO 3.º - Hecho imponible

Constituye el elemento material del hecho imponible de este im-
puesto:

a) El no haber solicitado en el plazo de cuatro años la necesaria
licencia de edificación. Tal plazo se contará desde que adquirió la
condición de edificabilidad a que hace referencia el artículo 4 de
esta Ley.

b) El haber solicitado, no obteniéndola por causa imputable al ti-

tular del solar, la licencia de edificación, en el mismo plazo del
apartado anterior.
c) El no haber iniciado las obras en el plazo señalado en la licen-
cia de edificación, o en sus prórrogas que en ningún caso serán
superiores a los dos años más uno.

d) El haber estado interrumpidas las obras durante un tiempo su-
perior al máximo autorizado para ello en la oportuna licencia de
edificación, o, en su caso, en el plazo ampliatorio concedido a es-
tos fines por la Administración, sin que pueda exceder tal interrup-
ción de un año.

e) El no finalizar las obras en el plazo estipulado en la licencia
de edificación, o en la eventual prórroga otorgada al efecto, en los
plazos que reglamentariamente se determinen objetivada la dura-
ción de la ejecución de las obras correspondientes.

f) El no haber solicitado la correspondiente licencia para proceder
a la sustitución, o a la rehabilitación, de una edificación que haya
sido declarada en ruina, en el plazo de cuatro años.

ARTICULO 4.º - Concepto de suelo edificable

A los efectos de este impuesto tienen la condición de suelo edificable
las superficies de suelo urbano aptas para la edificación, de acuerdo
con el instrumento normativo de planeamiento urbano, que cuenten
con acceso rodado, abastecimiento de agua, evacuación de aguas y
suministro de energía eléctrica, debiendo tener estos servicios carac-
terísticas adecuadas para servir a la edificación que sobre ellos exista
o se haya de construir. También se considerarán urbanos los terre-
nos que tengan su ordenación consolidada por ocupar la edificación
al menos la mitad de los espacios aptos para la misma según la or-
denación que el planeamiento general establezca.

No se considerará, a los efectos de esta Ley, la existencia de cons-
trucción cuando la misma o la licencia que lo autorice consignen
un aprovechamiento inferior al 25% del que tuviera asignado el
terreno conforme el planeamiento en vigor o la Ley.

ARTICULO 5.º - Exenciones tributarias

1.–Estarán exentos del impuesto las Administraciones Públicas, sus
organismos autónomos, así como las empresas públicas íntegramen-
te participadas de unas y de otros destinadas a obras de urbani-
zación o construcción de viviendas.

2.–Las leyes anuales de presupuestos podrán establecer excepcio-
nes geográficas en atención a la disponibilidad de suelo no espe-
culativo, especialmente en aquellos municipios en los que la emi-
gración, la mortalidad o la abundancia de suelo urbano haga inne-
cesaria la edificación de nuevas viviendas.
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CAPITULO III.–Sujetos pasivos y responsables tributarios

ARTICULO 6.º - Contribuyentes

1.–Son sujetos pasivos de este impuesto, a título de contribuyentes,
las personas físicas y jurídicas y las entidades a que se refiere el
artículo 33 de la Ley General Tributaria, sea cual sea el lugar de
su residencia habitual que, siendo propietarias, usufructuarias con
facultad de disponer, o titulares de un derecho de superficie, del
suelo edificable o de edificios declarados en ruina en los términos
de la presente Ley sitos en el territorio de Extremadura, hubiesen
incurrido en alguna de las conductas tipificadas como hechos im-
ponibles en el artículo tercero de esta Ley.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el número 1 del artículo 5 de es-
ta Ley, son sujetos pasivos las Administraciones Públicas y sus or-
ganismos autónomos y las empresas públicas de unas y otros des-
tinadas a obras de urbanización o construcción de viviendas.

2.–Si la ejecución del planeamiento urbanístico se desarrollase por
el sistema de compensación, y la Junta de Compensación hubiese
asumido expresamente el deber de edificar, el sujeto pasivo de es-
te impuesto será dicha Junta en los supuestos en que su conducta
hubiera generado la realización de alguno de los hechos imponi-
bles del mismo.

ARTICULO 7.º - Sustitutos del contribuyente

Tienen la condición de sujetos pasivos sustitutos del contribuyente,
si no coincidieran con los propios contribuyentes, quienes material-
mente vayan a efectuar, o estuviesen realizándolas ya, las obras de
edificación en suelo urbano radicado en territorio extremeño, en el
supuesto de que éstas no se inicien, se paralicen más tiempo del
máximo permitido, o no concluyan, en los plazos señalados en las
licencias de edificación.

ARTICULO 8.º - Responsables tributarios

En el supuesto de que los titulares de suelo edificable modificado
o de los terrenos con edificaciones declaradas en ruina no tuvieren
su residencia habitual en territorio español, o residiendo en España
fuesen residentes en otra Comunidad Autónoma diferente de la de
Extremadura, en los términos establecidos a estos efectos en los
artículos 12 y 12 bis, respectivamente, de la Ley 18/1991, de 6
de junio, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, el
gestor que tenga encomendada la administración de aquellos bie-
nes responderá solidariamente del ingreso de la deuda tributaria
correspondiente a los mismos, en los términos previstos en el
apartado 4 del artículo 37 de la Ley General Tributaria.

ARTICULO 9.º - Enajenación de fincas y deberes urbanísticos

La enajenación de fincas no modificará la situación de su titular
en orden a las limitaciones y deberes instituidos por la legislación
urbanística aplicable o impuestos, en virtud de la misma, por los
actos de ejecución de sus preceptos. El adquirente quedará subro-
gado en el lugar y puesto del anterior propietario en los derechos
y deberes vinculados al proceso de urbanización y edificación, así
como en los compromisos que, como consecuencia de dicho proce-
so, hubiere contraído con la Administración urbanística competente.

CAPITULO IV.–La base imponible

ARTICULO 10.º - Base imponible

1.–La base imponible de este impuesto estará constituida por el
valor objetivo de los terrenos no edificados o de los terrenos con
edificación declarada en ruina, entendiéndose por tal el valor ca-
tastral de los mismos, independientemente de cuál sea la valora-
ción que a efectos urbanísticos tengan dichos solares o terrenos en
función del aprovechamiento urbanístico que los titulares de los
mismos tengan reconocido.

2.–La actualización de los valores catastrales periódicamente esta-
blecida en las Leyes de Presupuestos Generales del Estado a efec-
tos del Impuesto sobre Bienes Inmuebles será igualmente aplicable
a los fines de este impuesto.

3.–Cuando no existiese valor catastral se utilizará el valor deter-
minado con arreglo a las disposiciones aplicables a efectos del Im-
puesto sobre el Patrimonio.

CAPITULO V.–Tipos de gravámenes

ARTICULO 11.º - Tarifa

1.–La base imponible de este impuesto, calculada según lo dis-
puesto en el artículo anterior, será gravada al tipo del 10 %.

2.–El tipo de gravamen anterior se incrementará anualmente en
cinco puntos porcentuales sobre la base, si los obligados por el
impuesto no acometieran las obras cuya ausencia da lugar a esta
exacción hasta llegar al máximo del 30 % de aquélla, no incre-
mentándose en lo sucesivo.

3.–Los tipos de gravamen aplicables serán los vigentes en la fecha
de los respectivos devengos de este impuesto.

ARTICULO 12.º - Reducciones de la cuota

1.–Disfrutarán de una reducción del 95% de la cuota en este im-
puesto:
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a) Los titulares de suelo que carezcan de los necesarios medios
económicos para cumplir adecuadamente las diversas exigencias
derivadas del deber de edificar.

b) Los titulares de edificaciones declaradas administrativamente en
situación de ruina, que no dispongan de medios económicos bas-
tantes para proceder a la rehabilitación, o a la sustitución, de di-
chas edificaciones.

2.–La aplicación de estas exenciones deberá solicitarse a la Conse-
jería de Economía, Industria y Hacienda de la Junta de Extremadu-
ra en el plazo, y aportándose los documentos, que reglamentaria-
mente se establezcan.

3.–La mencionada Consejería resolverá, de forma motivada, sobre
el otorgamiento o denegación de tal petición, quedando en suspen-
so el ingreso de este impuesto hasta tanto recaiga dicha resolu-
ción definitiva.

4. La concesión de la exención quedará subordinada a que el peti-
cionario de la misma no llegue a disponer, durante el período de
tiempo que reglamentariamente se establezca a estos efectos, y
que deberá constar en la notificación de la resolución, de medios
económicos de la suficiente cuantía para hacer frente a las obliga-
ciones impositivas dimanantes de este impuesto.

Si esto sucediese la exención se revocará, previo expediente instrui-
do al efecto, y tramitado con audiencia del interesado, y éste ha-
brá de proceder al pago de la cuota tributaria y de los respecti-
vos intereses de demora.

5. Si la resolución de la Consejería de Economía, Industria y Ha-
cienda de la Junta de Extremadura fuese denegatoria de la exen-
ción solicitada, se abonará el importe de la cuota tributaria y los
correspondientes intereses de demora que se hubiesen devengado.

CAPITULO VI.–Devengo y prescripción

ARTICULO 13.º - Devengo

1.–El devengo del tributo será anual. El primer año, el momento
conclusivo en que se entiende perfeccionado el hecho imponible de
este impuesto, produciéndose el subsiguiente devengo será, respecti-
vamente, el siguiente:

a) En el supuesto de no haberse solicitado la licencia de edifica-
ción, el día siguiente del transcurso del plazo a que se refiere el
apartado a) del artículo 3.

b) En el caso de haberse solicitado la licencia de edificación, y és-
ta no se hubiese obtenido por causa imputable al titular del terre-
no, en el mismo día que el apartado anterior.

c) En el supuesto de no iniciarse las obras de edificación en el
plazo señalado en la licencia, o, en su caso, en el de prórroga que
eventualmente pueda haber sido concedido por la Administración,
al día siguiente del vencimiento del plazo concedido en la licencia,
o en su caso, de prórroga.

d) En el caso de haberse paralizado las obras por un tiempo su-
perior al máximo autorizado por la licencia de edificación, o, even-
tualmente, al plazo de prórroga que la Administración pueda haber
otorgado, se aplicará lo dispuesto en el párrafo anterior.

e) En el supuesto de no finalizar las obras en el plazo señalado
en la licencia de edificación, o, si fue concedido en el plazo am-
pliatorio fijado por la Administración, el día de vencimiento previs-
to en la licencia o en su prórroga.

f) En el caso de no solicitarse, en los plazos estipulados a estos fi-
nes en la legislación urbanística, la correspondiente licencia para
proceder a la sustitución, o a la rehabilitación, de una edificación
que hubiese sido declarada en ruina, en la fecha en que se pro-
duzca la resolución administrativa mediante la que se establezca la
aplicación del régimen de venta forzosa.

2.–Para el segundo y ulteriores años, el 31 de diciembre de cada
año.

ARTICULO 14.º - Prescripción

1.–Prescribirán a los cuatro años los siguientes derechos y accio-
nes relacionados con este impuesto:

a) El derecho de la Administración de la Comunidad Autónoma de
la Junta de Extremadura para determinar la deuda tributaria me-
diante la oportuna liquidación.

b) La acción para exigir el pago de la deuda tributaria liquidada.

c) La acción para imponer sanciones tributarias.

d) El derecho a la devolución de ingresos indebidos.

2.–Referidos plazos de prescripción, que se interrumpirán en su
caso en base a las circunstancias enumeradas en el art. 66 de la
Ley General Tributaria, comenzarán a contarse en el primero de
los casos citados, desde el día en que el derecho pudo ejercitarse;
en el segundo supuesto, desde la fecha en que finalice el plazo de
pago voluntario de dicho impuesto; en el tercer caso, desde el mo-
mento en que se hubiesen cometido las respectivas infracciones
tributarias; y en el cuarto supuesto, desde el día en que se realizó
algún ingreso indebido correspondiente a mencionado impuesto.

3.–La prescripción se aplicará de oficio sin que la misma tenga
que ser invocada o excepcionada por el sujeto pasivo u obligado
al pago.
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CAPITULO VII.–Deberes formales

ARTICULO 15.º - Deberes de colaboración de las Administraciones
actuantes en materia de urbanismo

1.–Sin perjuicio de la actuación de oficio, las Administraciones Lo-
cales de Extremadura, o, en su caso, los órganos de la Administra-
ción autónoma extremeña, actuantes en materia de urbanismo, de-
berán notificar a la Consejería de Economía, Industria y Hacienda
de la Junta de Extremadura, en el plazo de diez días desde que
tomen el acuerdo, la iniciación del expediente declarativo del in-
cumplimiento de deberes urbanísticos, siempre que los mismos
puedan llegar a ser constitutivos de un hecho imponible de este
impuesto, mencionándose en citada notificación el propietario o
propietarios afectados, la referencia catastral del solar o del terre-
no sobre el que se asienta una edificación que pueda llegar a ser
declarada en ruina, y el concreto deber urbanístico que se consi-
dere puede haber sido incumplido.

Las Administraciones Locales comunicarán de oficio a la Junta de
Extremadura los inmuebles incluidos en el Registro Municipal de
Solares que con carácter administrativo deben crearse en todos los
municipios de más de 5.000 habitantes.

2.–Dichas Administraciones quedan igualmente obligadas, una vez
recaída la correspondiente resolución en el expediente declarativo
del incumplimiento de deberes urbanísticos, que puedan ser idó-
neos para generar uno de los hechos imponibles gravados por este
impuesto, a notificar la misma a la Consejería de Economía, Indus-
tria y Hacienda de la Junta de Extremadura, en el plazo de diez
días a contar desde la fecha de mencionada resolución, debiéndose
incluir en mencionada comunicación, aparte del contenido concreto
de la resolución recaída, y si ésta es o no firme en vía adminis-
trativa, las circunstancias identificativas del propietario o propieta-
rios afectados, la referencia catastral del solar, o del terreno con
edificación declarada en ruina, y el específico deber urbanístico
que se considera se ha infringido, y así se ha declarado.

CAPITULO VIII.–Gestión, Liquidación y
Recaudación del Impuesto

ARTICULO 16.º - Normas generales.

1.–La titularidad de la competencia para la gestión, liquidación y
recaudación de este impuesto corresponde en exclusiva a los órga-
nos competentes de la Consejería de Economía, Industria y Hacien-
da de la Junta de Extremadura.

2.–Los contribuyentes deberán presentar declaración de bienes
afectos al impuesto que se regula en esta Ley en los plazos y for-
ma que se determinen reglamentariamente.

3.–La liquidación de este impuesto se practicará directamente por
los órganos competentes de mencionada Consejería, notificándose
dicha liquidación, que habrá de estar debidamente motivada, a los
sujetos pasivos con expresión de los elementos esenciales de la
misma; de los medios de impugnación que aquéllos pueden ejercer,
y del lugar, plazo y forma en que deberá ser satisfecha la deuda
tributaria.

4.–Las autoridades y los funcionarios que por dolo, culpa o negli-
gencia grave exijan este impuesto de forma indebida o en diferen-
te cuantía a la exigible, o adopten resoluciones o realicen actos
que infrinjan manifiestamente esta Ley, estarán obligados a indem-
nizar a la Hacienda de la Comunidad Autónoma de Extremadura
de los daños y perjuicios causados, independientemente de la res-
ponsabilidad penal o disciplinaria que les pueda corresponder.

ARTICULO 17.º - Pago de la deuda tributaria

1.–El pago de las deudas tributarias correspondientes a este im-
puesto únicamente podrá hacerse en efectivo, por los medios y en
la forma que reglamentariamente se establezcan.

2.–Las deudas tributarias resultantes de las liquidaciones practica-
das por los órganos competentes de la Consejería de Economía, In-
dustria y Hacienda de la Junta de Extremadura deberán satisfacer-
se en los plazos que reglamentariamente se fijen al respecto.

3.–El vencimiento del plazo establecido para el pago sin que éste
se efectúe, determinará el devengo de intereses de demora.

4.–El periodo ejecutivo de recaudación comenzará al día siguiente
al del vencimiento del plazo reglamentariamente establecido para
el ingreso de este impuesto, siendo título suficiente para su inicia-
ción la emisión de la providencia de apremio expedida por la
Consejería de Economía, Industria y Hacienda de la Junta de Extre-
madura.

5.–El inicio del período ejecutivo conlleva la obligación de satisfa-
cer un recargo del 20 por 100 del importe de la deuda no ingre-
sada, así como el de los intereses de demora correspondientes a
ésta, en los términos previstos en la Ley General Tributaria.

ARTICULO 18.º - Medidas cautelares para asegurar el cobro de la
deuda tributaria

1.–Para asegurar el cobro de la deuda tributaria, la Consejería de
Economía, Industria y Hacienda de la Junta de Extremadura podrá
adoptar medidas cautelares de carácter provisional cuando existan
indicios racionales de que, de no obrar así, dicho cobro se verá
frustrado o gravemente dificultado.

2.–Estas medidas, que habrán de ser proporcionadas al daño que
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se pretende evitar, podrán adoptarse cuando el deudor realice ac-
tos que tiendan a ocultar, gravar o disponer de sus bienes en per-
juicio de los derechos de la Hacienda de la Comunidad Autónoma
de Extremadura.

3.–Las medidas cautelares así adoptadas se levantarán, aun cuando
no hubiese sido pagada la deuda tributaria, si desapareciesen las cir-
cunstancias que justificaron su adopción o si, a solicitud del interesa-
do, se acuerda su sustitución por una garantía que se estime sufi-
ciente a fin de asegurar el cobro efectivo de la deuda tributaria.

4.–Las medidas cautelares podrán prorrogarse o convertirse en de-
finitivas en el marco del procedimiento de apremio. En otro caso,
se levantarán de oficio.

ARTICULO 19.º - Aplazamiento y fraccionamiento de pago

1.–Los órganos de recaudación de la Consejería de Economía, In-
dustria y Hacienda de la Junta de Extremadura, previa petición de
los interesados, podrán aplazar o fraccionar el pago de las deudas
tributarias de este impuesto, tanto en período voluntario como eje-
cutivo de recaudación, siempre que a juicio objetivamente fundado
de dichos órganos la situación económico-financiera del deudor im-
pida a éste, de forma transitoria, hacer frente su pago en tiempo.

2.–El fraccionamiento de pago, como modalidad del aplazamiento,
se regirá por las normas aplicables a éste en lo no regulado espe-
cialmente.

3.–Las deudas aplazadas deberán garantizarse por cualquiera de
los medios que reglamentariamente se establezcan a estos efectos,
debiendo cubrir la garantía el importe del principal y de los inte-
reses de demora que se generen por el aplazamiento, más un 25
por 100 de la suma de ambas partidas.

4.–Las garantías se ofrecerán en el escrito de petición del aplaza-
miento, y se aportarán en el plazo que reglamentariamente se fije
a estos efectos tras la concesión del mismo, quedando sin efecto el
aplazamiento si las garantías no llegasen a constituirse.

5.–Excepcionalmente no será preciso aportar para ello garantía de
tipo alguno cuando el deudor carezca de bienes suficientes para
este fin, y la ejecución de su patrimonio afectase sustancialmente
al mantenimiento de la capacidad productiva y del nivel de em-
pleo de la actividad económica respectiva.

La concurrencia de dichas circunstancias deberá ser alegada, y de-
bidamente justificada, por los interesados ante los órganos de re-
caudación de la Consejería de Economía, Industria y Hacienda de
la Junta de Extremadura, quienes al resolver establecerán las con-
diciones que se estimen oportunas para asegurar el pago efectivo
en el plazo más breve posible.

Si se concediese el aplazamiento con dispensa de garantía, el benefi-
ciario quedará obligado, durante el período a que aquél se extienda,
a comunicar a los órganos de recaudación cualquier variación econó-
mica o patrimonial que permita garantizar la deuda. En dicho su-
puesto, o cuando la Consejería de Economía, Industria y Hacienda de
la Junta de Extremadura conozca de oficio la modificación de tales
circunstancias, se procederá a constituir la garantía.

ARTICULO 20.º - Garantía real del crédito tributario: derecho de
afección

En los supuestos en que se hubiese producido un cambio de titu-
lar de los solares sin edificar o de las edificaciones declaradas en
situación de ruina, y no hubiere sido satisfecha la deuda tributaria,
citados bienes quedarán afectos al pago de dicha deuda y de los
recargos pendientes de este impuesto.

La derivación de la acción tributaria contra los bienes afectos re-
querirá acto administrativo que habrá de ser notificado al nuevo
titular.

CAPITULO IX.–Infracciones y sanciones

ARTICULO 21.º - Régimen sancionador

1.–Corresponde calificar las infracciones tributarias de este impues-
to, así como imponer las sanciones que por ellas correspondan, a
los órganos de Inspección Tributaria de la Consejería de Economía,
Industria y Hacienda de la Junta de Extremadura, que se regirán a
estos efectos por las disposiciones legales contenidas en la Ley Ge-
neral Tributaria y en su normativa de desarrollo.

2.–Los sujetos pasivos tienen derecho a ser informados al inicio
de las actuaciones inspectoras de la naturaleza y alcance de las
mismas, así como sobre sus derechos y obligaciones en el curso de
dichas actuaciones.

3.–Corresponde a los órganos de inspección aportar la prueba de
que concurren las circunstancias que determinan la culpabilidad
del sujeto infractor en la comisión de infracciones tributarias.

4.–La imposición de sanciones tributarias se realizará siempre en
expediente independiente y separado de cualquier otro que por es-
te impuesto eventualmente se pudiese incoar, y en él habrá que
darse, en todo caso, audiencia al interesado.

5.–El acto de imposición de la sanción podrá ser objeto de recur-
so de reposición previo al económico-administrativo o de reclama-
ción económico-administrativa independiente, si bien, en el supues-
to de que el sujeto pasivo impugne también la cuota tributaria, se
acumulará la resolución de ambos recursos o reclamaciones.

D.O.E.—Número 87 30 Julio 1998 5971



CAPITULO X.–Revisión en vía administrativa de los actos
dictados en este impuesto relativos a materia tributaria

ARTICULO 22.º - Declaración de nulidad de pleno derecho y revi-
sión de actos anulables

1.–La revisión en vía administrativa de actos de contenido tribu-
tario derivados de esta Ley se ajustará a lo dispuesto en la Ley
General Tributaria.

2.–La resolución del Consejero de Economía, Industria y Hacienda
de la Junta de Extremadura no es susceptible de recurso adminis-
trativo alguno, sin perjuicio de la competencia de orden jurisdiccio-
nal Contencioso-Administrativo.

ARTICULO 23.º - Rectificación de errores materiales, de hecho o
aritméticos.

La Consejería de Economía, Industria y Hacienda de la Junta de Ex-
tremadura podrá rectificar en cualquier momento, de oficio o a peti-
ción de los interesados, y siempre que no se hubiese extinguido el
plazo de prescripción, los errores materiales, de hecho o aritméticos
que pudieran haberse detectado en relación con los actos referentes
a materia tributaria dictados acerca de este Impuesto.

ARTICULO 24.º - Recurso de reposición previo a la reclamación
económico-administrativa

Los actos relativos estrictamente a materia tributaria dictados en
relación con este impuesto serán recurribles en reposición, con ca-
rácter potestativo, ante el Organo que los hubiese dictado, aplicán-
dose supletoriamente a estos efectos las normas, que no estén en
contradicción con lo señalado en esta Ley, recogidas en el Real
Decreto 2244/1979, de 7 de septiembre, por el que se reglamenta
el recurso de reposición previo al económico-administrativo.

ARTICULO 25.º - Reclamaciones económico-administrativas

1.–Contra la resolución, expresa o presunta, del recurso de reposi-
ción, o contra los actos de gestión, liquidación, recaudación y san-
cionadores de este impuesto, si no se interpuso aquél, podrá recu-
rrirse en vía económico-administrativa ante la Junta Económico-Ad-
ministrativa de Extremadura, de acuerdo con lo establecido en la
Disposición Adicional Primera de la Ley 3/1992, de 9 de julio, de
modificación de la Ley 2/1989, de 30 de mayo, de Tasas y Precios
Públicos de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

Dicha Junta resolverá en única instancia, a salvo de que el Conse-
jero de Economía, Industria y Hacienda de la Junta de Extremadu-
ra considere que citadas reclamaciones, por su índole, cuantía o
trascendencia de la resolución que haya de dictarse, han de ser
resueltas por su autoridad.

2.–Serán aplicables supletoriamente todas las normas de proce-
dimiento, que no se opongan a lo establecido en esta Ley, con-
tenidas en el Real Decreto Legislativo 2795/1980, de 12 de di-
ciembre, por el que se articula la Ley 39/1980, de 5 de julio,
de Bases sobre Procedimiento Económico-Administrativo, y en el
Real Decreto 391/1996, de 1 de marzo, por el que se aprueba
el Reglamento de Procedimiento en las Reclamaciones Económi-
co-Administrativas.

3.–La Consejería de Economía, Industria y Hacienda de la Junta
de Extremadura procederá a reembolsar el coste de los avales
aportados, en su caso, como garantía para suspender la ejecu-
ción de una deuda tributaria de este impuesto, en cuanto ésta
sea declarada improcedente por sentencia o resolución adminis-
trativa, y dicha declaración adquiera firmeza. Esta medida se
extenderá, en la forma que reglamentariamente se establezca, a
otros gastos incurridos en la prestación de garantías diferente
de la mencionada.

4.–Las resoluciones dictadas por el Consejero de Economía, In-
dustria y Hacienda o la Junta Económico-Administrativa ponen
fin a la vía administrativa, y serán recurribles en vía contencio-
so-administrativa.

DISPOSICION TRANSITORIA.–Eficacia retroactiva de los deberes de
colaboración

El deber de colaboración con la Consejería de Economía, Industria
y Hacienda de la Junta de Extremadura de las Administraciones
Públicas actuantes en materia de urbanismo, establecido en el artí-
culo 15.1 de esta Ley, deberá ser cumplido por éstas en relación
con todos los procedimientos declarativos de incumplimientos de
deberes urbanísticos, que puedan ser constitutivos de dar lugar a
uno de los hechos imponibles de este impuesto, que habiéndose
iniciado antes de la entrada en vigor de esta Ley no hubiesen, sin
embargo, concluido en tal fecha.

DISPOSICIONES FINALES

Disposición Final Primera.–Habilitación a la Ley de Presupuestos
Generales de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

Las Leyes de Presupuestos de la Comunidad Autónoma de Extrema-
dura podrán modificar los elementos esenciales de este impuesto.

Disposición Final Segunda.–Habilitación normativa.

Se autoriza al Consejo de Gobierno de la Junta de Extremadura, a
propuesta del Consejero de Economía, Industria y Hacienda, a dic-
tar las disposiciones necesarias para el desarrollo y ejecución de la
presente Ley.
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Disposición Final Tercera.–Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor a los veinte días de su publica-
ción en el «Diario Oficial de Extremadura».

Por tanto, ordeno a todos los ciudadanos que sea de aplicación
esta Ley que cooperen a su cumplimiento, y a los Tribunales y Au-
toridades que corresponda la hagan cumplir.

Mérida, 26 de junio de 1998.

El Presidente de la Junta de Extremadura,
JUAN CARLOS RODRIGUEZ IBARRA

Ley 10/1998, de 26 de junio, de
modificación del artículo 3.1 de la Ley
3/1991, de 25 de abril, en la redacción dada
por la Ley 7/1996, de 24 de octubre, de
creación del Consejo Económico y Social de
Extremadura.

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE EXTREMADURA

Sea notorio a todos los ciudadanos que la Asamblea de Extrema-
dura ha aprobado y yo, en nombre del Rey, de conformidad con lo
establecido en el artículo 52.1 del Estatuto de Autonomía, vengo a
promulgar la siguiente Ley.

EXPOSICION DE MOTIVOS:

La creación del Consejo Económico Social de Extremadura por Ley
de 25 de abril de 1991 supuso un importante paso al desarrollo
estatutario de nuestra Comunidad Autónoma, ofreciendo con su
creación la participación de todos los Extremeños en la vida polí-
tica, económica, cultural y social de Extremadura.

El pasado 24 de octubre se aprobó la Ley 7/1996, que modificaba
el artículo 3.1 de la Ley 3/1991, sobre la composición del Consejo,
aumentando el número de miembros y dando entrada en el grupo
segundo a las Asociaciones Profesionales Agrarias.

Dado que los apartados 2, 3, 4 y 5 de dicho art. 3 de esta Ley
(que no han sido derogados) fijan los sistemas o fórmulas a través
de los cuales se determinan las entidades o instituciones que de-
signan a los miembros que les representarán en cada grupo del
Consejo, que produce por tanto la paradoja de que, a pesar de
haberse modificado la composición del grupo segundo del Consejo

Económico y Social y no habiéndose modificado el apartado 3 del
artículo 3 de dicha Ley los representantes que corresponden al
sector agrario seguirán siendo designados por las organizaciones
empresariales que gocen de capacidad representativa y no por las
organizaciones profesionales agrarias.

Por lo tanto, al modificarse este artículo 3.1 por la Ley 7/1996, 24
octubre, y no el apartado 4 del citado artículo 3, y habiendo desa-
parecido la representación del sector agrario del grupo tercero, la le-
tra a) de este apartado sigue diciendo «los miembros del Consejo
representantes del grupo tercero serán propuestos en cada caso por
las entidades o asociaciones que a continuación se indica:

a) El correspondiente al sector agrario por las organizaciones pro-
fesionales agrarias con implantación regional en el referido sector.

Al ser esto una incongruencia con la modificación normativa efec-
tuada, y entendiendo que no era esta la voluntad del legislador y,
además, no conteniendo la Ley 7/1996 ninguna disposición transi-
toria que resuelva la problemática surgida respecto a los nombra-
mientos de sus miembros del Consejo efectuados recientemente en
base a la composición del antiguo artículo 3.1 de los cuales conti-
nuarán en su mandato hasta cumplir los plazos establecidos a pe-
sar de la Ley 7/1996 que configura una nueva composición.

ARTICULO UNICO: Se aprueba la modificación de la Ley 7/1996, de
modificación del art. 3.1 de la Ley 3/1991, del 25 de abril, del
Consejo Económico y Social, con el siguiente tenor literal:

«ARTICULO 3.1: El Consejo estará integrado por 25 miembros, in-
cluido su Presidente. De ellos, 8 compondrán el Grupo Primero en
la representación de las organizaciones sindicales, 8 el Grupo Se-
gundo, en representación de las organizaciones empresariales, y 8
el Grupo Tercero, correspondiendo 1 de ellos al sector agrario, 1 a
usuarios y consumidores, 1 al sector de la economía social, 1 a la
Universidad, 1 a las cajas de ahorros de ámbito regional, 1 al
Consejo de la Juventud, siendo los 2 restantes expertos en las ma-
terias competencia del Consejo».

DISPOSICION FINAL.–La presente Ley entrará en vigor el mismo
día de su publicación en el Diario Oficial de Extremadura. Se pu-
blicará igualmente en el Boletín Oficial de la Asamblea de Extre-
madura y en el Boletín Oficial del Estado.

Por tanto, ordeno a todos los ciudadanos que sea de aplicación
esta Ley que cooperen a su cumplimiento, y a los Tribunales y Au-
toridades que corresponda la hagan cumplir.

Mérida, 26 de junio de 1998.

El Presidente de la Junta de Extremadura,
JUAN CARLOS  RODRIGUEZ IBARRA
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